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Rodríguez Casillas, juez ponente. 
 

 

RESOLUCIÓN  
 

En San Juan, Puerto Rico, a 16 de agosto de 2024. 

Comparece la Sra. Magda Narah Martínez Salas (en adelante, 

“señora Martínez Salas o peticionaria”) mediante el presente recurso 

legal. Nos solicita que revoquemos la Resolución emitida el 22 de 

febrero de 2024,1 por el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior 

de Bayamón (en adelante, TPI). Allí, no se reconoció la cualidad dual 

del pago de la hipoteca y se mantuvo la determinación en cuanto a 

que no procede dicho pago ante la inexistencia de hogar seguro por 

abandono de la propiedad.  

No conforme, la peticionaria solicitó reconsideración, la cual 

fue declarada No Ha Lugar el 11 de abril de 2024.2 

Examinado el recurso de certiorari,3 denegamos el presente 

recurso. Veamos. 

 

 

 
1 Notificada el 26 de febrero de 2024. 
2 Notificada el 16 de abril de 2024. 
3 Este caso fue radicado como una apelación, pero lo acogimos como un auto de 

certiorari, y permitimos que mantuviera la misma identificación alfanumérica. 
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-I- 

De los autos de este caso, surge que el 16 de marzo de 2014 

la señora Martínez Salas y el Sr. Víctor Galán Fundora (en adelante, 

“señor Galán Fundora o recurrido”) presentaron una “PETICIÓN DE 

DIVORCIO POR CONSENTIMIENTO MUTUO”.4  

Mediante Sentencia del 10 de abril de 2015,5 el TPI disolvió 

el vínculo matrimonial e hizo formar parte de la misma los acuerdos 

sometidos por ambas partes.6   

El 2 de octubre de 2019, ambas partes presentaron una 

moción conjunta en la cual esbozaron todos los acuerdos necesarios 

relacionados a los gastos de alimentación del menor.7  

El 8 de octubre de 2019, los acuerdos fueron acogidos por el 

TPI.8  

No obstante, el 14 de noviembre de 2022 el señor Galán 

Fundora presentó “URGENTE MOCIÓN EN “SOLICITUD DE CRÉDITO 

POR RENUNCIA A HOGAR SEGURO Y PAGOS REALIZADOS EN UN 

CLARO ENRIQUECIMIENTO INJUSTO A FAVOR DE LA CO-

PETICIONARIA Y EN ABUSO DEL BENEFICIO DE ALIMENTOS DEL 

MENOR Y SOLICITUD MODIFICACIÓN DE PENSIÓN ALIMENTARIA”.9 

En suma, alegó que se había designado la propiedad ubicada en la 

urbanización Estancias Reales, como hogar seguro del menor; sin 

embargo, advino en conocimiento que dicha propiedad había sido 

alquilada a un tercero. Arguyó que hubo un enriquecimiento injusto, 

ya que había pagado la hipoteca y los gastos de mantenimientos de 

la propiedad, mientras un tercero disfrutaba la misma.10  

 

 
4 Apéndice 9 de la Peticionaria, págs. 21 – 31. 
5 Notificada el 15 de abril de 2015. 
6 Apéndice 10 de la Peticionaria, págs. 32 – 41. 
7 Apéndice. 20 de la Peticionaria, págs. 62 – 66.  
8 Notificada el 11 de octubre de 2019.; Apéndice 21 de la Peticionaria, págs. 67 – 
70. 
9 Apéndice 23 de la Peticionaria, págs. 72 – 74. 
10 El recurrido reiteró los mismos planteamientos los días 7 y 21 de diciembre 

de 2022. Véase; Apéndices 27 y 30 de la Peticionaria, págs. 81 – 82, 86 – 87.  
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En oposición, el 17 de enero de 2023 la señora Martínez 

Salas sometió sus alegaciones.11 Entre otras cosas, alegó que se vio 

obligada a arrendar la propiedad de Estancias Reales, ya que no 

tenía los recursos económicos para satisfacer las reparaciones de 

dicha propiedad. Añadió que tenía la intención de regresar a 

Estancias Reales, dado a que era su domicilio y el de su hijo menor. 

Además, señaló que el señor Galán Fundora no tenía derecho a 

reclamar un crédito.  

Luego de varias incidencias procesales, el 24 de abril de 2023 

el TPI dictó varias resoluciones.12 Pertinente a esta controversia,13  

determinó que las características de hogar seguro dejaron de existir 

al momento en que la señora Martínez Salas abandonó la propiedad. 

Además, le reconoció al señor Galán Fundora un crédito por el 

periodo que pagó la hipoteca, mientras la propiedad fue arrendada 

a un tercero.  

Inconforme, el 10 de mayo de 2023 la señora Martínez Salas 

presentó una solicitud de reconsideración.14 Entre otros, alegó la 

dualidad existente entre el pago de hipoteca y demás gastos, según 

los acuerdos suscritos y aprobados por el TPI.  

Evaluada la reconsideración, el 8 de mayo de 2023 el TPI 

expresó,15 en lo pertinente que: “[E]n cuanto a la reconsideración 

sobre la determinación de eliminación de hogar seguro; No Ha 

Lugar”.16  

Así pues, el 13 de junio de 2023, la señora Martínez Salas 

informó sobre su retorno a la propiedad de Estancias Reales, y entre 

otras cosas, solicitó la restitución del carácter de hogar seguro.17  

 
11 Apéndice 32 de la Peticionaria, págs. 90 – 107. 
12 Notificada el 26 de abril de 2023.  
13 Apéndice 59 de la Peticionaria, págs. 163 – 176. 
14 Apéndice 66 de la Peticionaria, págs. 186 – 190. 
15 Notificadas el 12 de mayo de 2023. 
16 Apéndice 71 de la Peticionaria, pág. 201. 
17 Apéndice 75 de la Peticionaria, págs. 209 – 211. 
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Examinada la moción, el 21 de junio de 2023 el TPI notificó 

un No Ha Lugar e hizo constar que el caso había sido referido a la 

Examinadora de Pensiones.18  

Posteriormente, la señora Martínez Salas solicitó la 

reconsideración del dictamen.19 Alegó que el referido a la EPA es 

independiente a la designación de la propiedad de Estancias Reales 

como hogar seguro del menor. Adujo, en la afirmativa la dualidad de 

los acuerdos entre las partes sobre el pago de la hipoteca y gastos 

relacionados a la vivienda de Estancias Reales y la pensión 

alimentaria.  

El 28 de junio de 2023,20 el TPI declaró No Ha Lugar la 

solicitud de reconsideración.21 No obstante, la señora Martínez 

Salas sometió una “MOCIÓN SOLICITANDO ACLARACIÓN SOBRE 

ORDEN”.22 En síntesis, adujo que el tribunal no estableció a cuáles 

de los asuntos o conceptos invocados como dualidad se refería. No 

obstante, la peticionaria recurrió ante este Tribunal de Apelaciones 

mediante el recurso KLAN202300690, antes de que se resolviera la 

moción antes dicha. Por lo que el recurso apelativo fue desestimado 

por falta de jurisdicción.23  

Así, el 28 de diciembre de 2024 la señora Martínez Salas 

sometió una “MOCIÓN PARA QUE SE EMITA DICTAMEN SOBRE 

DUALIDAD DE OBLIGACIÓN DE PAGO DE HIPOTECA DE ESTANCIAS 

REALES”.24 El 22 de febrero de 2024,25 el TPI emitió una Resolución 

en atención al asunto de la dualidad. En lo pertinente, expresó: 

[E]n primer término, atenderemos la controversia 
presentada sobre la dualidad de la obligación del pago de 

hipoteca de Estancias Reales. La señora Martínez Salas 

 
18 Apéndice 80 de la Peticionaria, pág. 221. 
19 Apéndice 82 de la Peticionaria, págs. 223 – 229. 
20 Notificada el 7 de julio de 2023. 
21 Apéndice 83 de la Peticionaria, pág. 230. 
22 Apéndice 87 de la Peticionaria, pág. 235. 
23 Apéndice 88 de la Peticionaria, págs. 236. 
24 Íd., págs. 236 – 237. 
25 Cabe señalar que la Resolución tiene un error en la fecha, sin embargo, de la 
notificación podemos corroborar que la fecha correcta es 22 de febrero de 2024, 

la cual fue notificada el 26 de febrero de 2024. Véase; Apéndice 90 de la 

Peticionaria, pág. 245. 
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aduce que se incluyó el pago de la hipoteca mensual como 
parte de los acuerdos de liquidación y como parte de los 
alimentos. Por tanto, concluye que la obligación del pago de 
hipoteca subsiste independientemente de la pensión del hijo 
y/o la determinación de hogar seguro de la propiedad, por lo 
que es una obligación dual. 

A esos fines es importante, dirigimos a los acuerdos 
presentados en la Sentencia de Divorcio y el acuerdo entre las 
partes que aclaró y amplió las circunstancias de la. obligación 
del señor Galán Fundora. 

La Sentencia dictada, acoge los acuerdos entre las 
partes luego de haber sido asesorados por sus respectivas 
abogadas sobre patria potestad, relaciones filiales, pensión 
alimentaria y otros asuntos del menor. En cuanto a la señora 
Martínez Salas, esta advino como única dueña del bien 
inmueble en la Urbanización Estancias Reales en Guaynabo, 
Puerto Rico más un pago de $1,010,000.00 a realizarse en dos 
plazos. 

En cuanto a esto se dispuso lo siguiente: 
“Mediante el presente documento: el peticionario cede 

y traspasa a la peticionaria su participación ganancial en la 
mencionada propiedad y se valoriza dicha participación en un 
valor de $90,000.00. No obstante, el peticionario se mantiene 
como responsable del pago del préstamo con garantía 
hipotecaria que grava el inmueble y releva a la peticionaria del 
pago de esta hasta que el hijo habido entre ambos 
culmine sus estudios universitarios y/o advenga a la 

mayoridad, pero no desea estudiar. (énfasis nuestro) ... 
El peticionario asume y obliga al correspondiente pago de las 
contribuciones sobre dicha propiedad hasta que culmine su 

obligación.” (énfasis nuestro) 
En el acápite F- Pasivos de la Sentencia se estableció: 

En cuanto a la deuda hipotecaria al inmueble sito en 
Estancias Reales y que le está siendo adjudicado a la 
peticionaria, según lo informado previamente siendo la única 
excepción a lo antes dicho sobre las deudas contraídas por las 
partes durante el matrimonio a ser pagadas por el 
peticionario, el peticionario se mantiene responsable de 
sufragar los pagos mensuales por la hipoteca del inmueble 
acordado como hogar seguro, hasta que su hijo culmine sus 

estudios universitarios y/o advenga a la mayoría de 

edad pero no siga estudiando, hasta tanto mantiene su 
obligación de pagar dicha hipoteca en sus pagos totales 
mensuales y cualquier otro gasto tanto como parte de estos 
acuerdos y como parte de los alimentos pactados. 

El Tribunal no reconoce la cualidad dual del pago de 
la hipoteca por dos razones. En primer término, porque se 
reconoció que su obligación al pago de la hipoteca culminaría 
cuando adviniera a la mayoridad y porque la propiedad objeto 
de controversia fue constituida como el hogar seguro del 
menor. 

La obligación del padre está sujeta exclusivamente al 

menor y no se determinó que sería una obligación del padre 
para que continuara ese pago aun cuando el menor se 
emancipara o dejara de estudiar. 

La señora Martínez Salas aduce que el concepto de 
hogar seguro no aplica (aunque así se cualificó la propiedad y 
se estableció como tal) porque la misma pertenecía con 
carácter privativo a esta y que así consta en el Registro de la 
Propiedad. 

Se nos alega que la parte quien adviene custodia de 
sus hijos tiene derecho a reclamar la misma como hogar 
seguro en tanto en cuanto así la equidad lo apoye. Indica 
además que la existencia o no de hogar seguro, no ataba 

ni relevaba al apelado de la obligación del concepto de 

vivienda. Discrepamos de la apreciación de la parte pues no 
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se sustenta de la forma en que fueron redactados los 
acuerdos, ni surge de la forma en que se ha interpretado. 

Por otra parte, se alegó que la señora Martínez Salas 
no tenía la capacidad económica para asumir el pago de la 
hipoteca por lo que para poder cumplir con mantener la 
propiedad como hogar seguro y el disfrute del menor de esta 
que conoció como su hogar, el señor Galán Fundora acordó el 
pago de la hipoteca. De no ser así, se señala que no se hubiese 
podido mantener el hogar para el menor. Este argumento nos 
parece acomodaticio en tanto la dama recibió un millón de 
dólares en la liquidación de bienes, cantidad que cubría en 
exceso el monto de lo que se debía de la propiedad. 

Por tanto, la cualidad de hogar seguro -aun 
cuando la propiedad era privativa- se estableció para el 

uso y disfrute del hogar que el menor conocía como su 

casa. Por tanto, y dicho esto, madre custodia debía 
continuar residiendo la propiedad. 

No obstante, la señora Martínez Salas arrendó la 
propiedad designada como hogar seguro a un tercero por la 
cantidad de $9,700.00 mensuales que incluía entre otros, 
mantenimiento mensual de la urbanización, del patio y de la 
piscina. La hipoteca que pagaba el señor Galán Fundora era 
de $4,540.01 y $148.00 del mantenimiento de la 
urbanización. 

Se alegó que tuvo que arrendar la propiedad porque la 
misma se encontraba en malas condiciones y que el señor 
Galán Fundora no procedió a arreglar ciertas cosas de la 
propiedad de las que se había comprometido en la Sentencia. 
Sin embargo, nunca compareció al Tribunal a exigir su 
cumplimiento. Así las cosas, arregló la propiedad, no se quedó 
residiendo en la misma y procedió a arrendarla a un tercero. 
Ella y su hijo alquilaron otra propiedad en Carolina, sin el 
conocimiento del señor Galán Fundora. 

Si el menor no se beneficiaba del hogar que se 
estableció como hogar seguro, por haberse mudado a otra 
residencia y por el cual el padre se comprometió al pago de la 
hipoteca (hasta que este terminara de estudiar) el concepto por 
el cual se estableció el mismo dejo de existir. Dicho esto, la 
parte no quedaba desprovista, toda vez que conforme a 
derecho se refirió el asunto ante el Examinador para que se 
revisara la pensión en cuanto al gasto de vivienda para que 
se computara conforme a la participación del padre. Ambas 
partes comparecieron ante el Examinador y hasta llegaron a 
una estipulación en cuanto a la vivienda. 

Para determinar si procedía dejar sin efecto el hogar 
seguro el Tribunal celebró vista. Es importante destacar que 
en ningún momento se levantó el argumento de que no era de 
aplicación la figura del hogar seguro sobre esa propiedad. En 
esa vista testificó solamente la señora Martínez Salas. De su 
testimonio claramente surgió que esta abandonó la propiedad, 
alegando que el señor Galán Fundora no cumplió con unos 
arreglos que debió haber realizado en la propiedad, por lo que 
se vio obligada arrendarla. Sin embargo, como hemos 
mencionado, esta no compareció al Tribunal a exigir que el 
señor Galán Fundora cumpliera con lo que se había obligado 
en la Sentencia de divorcio en cuanto a los arreglos del hogar. 

Aun así, y recibiendo el producto de la renta por 
$9,700.00 mensuales, la señora Martínez Salas entendía que 
el padre del menor debía continuar pagando la hipoteca por 
$4,688.01 mensuales. No nos pareció razonable, ni conforme 
a derecho y mucho menos en equidad, más aún cuando 
entendemos que la cualidad de hogar seguro dejó de existir. 

El Tribunal se reitera en todas las determinaciones 
realizadas en nuestra Resolución del 24 de abril del 2023 y la 
cual sostiene esta posición. 
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Por todo lo anterior, entendemos que no existe una 
dualidad de pago y mantenemos nuestra determinación de 
que el pago de la hipoteca no procede habiendo dejado de 
existir el hogar seguro por haber abandonado la propiedad. Al 
mes de septiembre de 2023 el joven hijo de las partes advino 
a la mayoridad.  
[…]. 26  
 

No conforme, el 8 de marzo de 2024 la peticionaria solicitó 

reconsideración.27 No obstante, el TPI mantuvo su determinación.28  

Aun inconforme, el 16 de mayo de 2024 la señora Martínez 

Salas recurrió en auto de certiorari ante este foro apelativo y señaló  

los siguientes errores: 

PRIMER SEÑALAMIENTO DE ERROR: 

ERRÓ EL TPI AL NO RECONOCER LA DUALIDAD DE LA 
OBLIGACIÓN DEL APELADO PARA EL PAGO DE LA 
HIPOTECA DE LA URBANIZACIÓN ESTANCIAS REALES Y 
GASTOS RELACIONADOS A LA VIVIENDA, COMO 
ADJUDICACIÓN A LA APELANTE EN LA LIQUIDACIÓN DE LA 
SOCIEDAD DE GANANCIALES COMPUESTA POR AMBOS Y 
LA OBLIGACIÓN ALIMENTARIA PARA EL HIJO DE LAS 
PARTES INDEPENDIENTEMENTE DE ALCANZAR LA 
MAYORÍA DE EDAD.  
 

SEGUNDO SEÑALAMIENTO DE ERROR: 

ERRÓ EL TPI AL DETERMINAR QUE LA OBLIGACIÓN DE 
PAGO DE LA HIPOTECA DE LA VIVIENDA EN ESTANCIAS 
REALES SE EXTINGUIÓ AL ADVENIR EL HIJO A LA MAYORÍA 
DE EDAD. 
 

TERCER SEÑALAMIENTO DE ERROR:  
ERRÓ EL TPI AL NO DECRETAR QUE EL APELADO ACTUÓ DE 
MALA FE, SIENDO LA OBLIGACIÓN COSA JUZGADA.  

  

Por su parte, el 20 de junio de 2024 compareció el señor 

Galán Fundora mediante una “OPOSICIÓN A QUE SE EXPIDA EL 

RECURSO DE CERTIORARI”. Con el beneficio de la comparecencia 

de ambas partes, damos por sometido el asunto.  

-II- 

El recurso de certiorari es un medio procesal de carácter 

discrecional, que a su vez, permite a un tribunal de mayor jerarquía 

revisar las determinaciones de un tribunal inferior.29 Así, se 

 
26 Apéndice 89 de la Peticionaria, págs. 238 – 243. Énfasis en original. 
27 Apéndice 91 de la Peticionaria, págs. 246 – 247. 
28 Emitida el 11 de abril de 2024 y notificada el 16 de abril de 2024. Apéndice 92 

de la Peticionaria, pág. 248. 
29 Mun. de Caguas v. JRO Construction, 201 DPR 703, 711 (2019); IG Builders et 
al. v. BBVAPR, 185 DPR 307, 337 – 338 (2012). 
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entiende por discreción como el poder para decidir en una forma u 

otra; esto es, para escoger entre uno o varios cursos de acción.30  

Por ello, la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, delimita las 

instancias en que habremos de atender —vía certiorari— las 

resoluciones y órdenes emitidas por los tribunales de instancia: 

[E]l recurso de certiorari para revisar resoluciones u órdenes 
interlocutorias dictadas por el Tribunal de Primera Instancia, 
solamente será expedido por el Tribunal de Apelaciones 
cuando se recurra de una resolución u orden bajo las Reglas 
56 y 57 o de la denegatoria de una moción de carácter 
dispositivo. No obstante, y por excepción a lo dispuesto 
anteriormente, el Tribunal de Apelaciones podrá revisar 
órdenes o resoluciones interlocutorias dictadas por el Tribunal 
de Primera Instancia cuando se recurra de decisiones sobre la 
admisibilidad de testigos de hechos o peritos esenciales, 
asuntos relativos a privilegios evidenciarios, anotaciones de 
rebeldía, en casos de relaciones de familia, en casos que 
revistan interés público o en cualquier otra situación en la cual 
esperar a la apelación constituiría un fracaso irremediable de 
la justicia. Al denegar la expedición de un recurso de certiorari 
en estos casos, el Tribunal de Apelaciones no tiene que 

fundamentar su decisión. […].31  

 

Bajo el carácter de discrecionalidad, la Regla 40 del 

Reglamento de este Tribunal de Apelaciones establece los siguientes 

criterios para mostrar causa o para la expedición del auto de 

certiorari: 

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 
diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho. 

(B) Si la situación de hechos planteada es la más indicada 
para el análisis del problema. 

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal 
de Primera Instancia. 

(D) Si el asunto planteado exige consideración más detenida 
a la luz de los autos originales, los cuales deberán ser 
elevados, o de alegatos más elaborados. 

(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso 
es la más propicia para su consideración. 

(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
no causan un fraccionamiento indebido del pleito y una 
dilación indeseable en la solución final del litigio. 

(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
evita un fracaso de la justicia.32 
 

En ese sentido, el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha 

dispuesto que:  

[d]e ordinario, no se intervendrá con el ejercicio de discreción 
de los tribunales de instancia, salvo que se demuestre que 

 
30 García v. Asociación, 165 DPR 311, 321 (2005). 
31 Regla 52.1 de las Reglas de Procedimiento Civil 2009, 32 LPRA Ap. V., R. 52.1. 

Subrayado nuestro. 
32 Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R.40. 
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hubo un craso abuso de discreción, o que el tribunal actuó con 
prejuicio o parcialidad, o que se equivocó en la interpretación 
o aplicación de cualquier norma procesal o de derecho 
sustantivo, y que nuestra intervención en esa etapa evitará un 
perjuicio sustancial.33  
 

De manera, que si la actuación del foro recurrido no está 

desprovista de base razonable ni perjudica los derechos sustanciales 

de las partes, deberá prevalecer el criterio del juez de instancia a 

quien le corresponde la dirección del proceso.34 

-III- 

En síntesis, la peticionaria nos plantea que el TPI erró al no 

reconocer la dualidad de la obligación del recurrido para el pago de 

la hipoteca y los gastos relacionados a la vivienda. Añadió que 

incidió al determinar que la obligación se extinguió al advenir el hijo 

a la mayoría de edad. Además, adujo que erró al no decretar que el 

señor Galán Fundora actuó de mala fe. 

Al examinar la Resolución recurrida concluimos que la misma 

es razonable. Conforme a los hechos esbozados y las normas de 

derecho aplicable, dicha determinación es correcta y constituye un 

claro ejercicio de discreción conferido a los foros de primera 

instancia. Tampoco, la peticionaria señala prueba en el expediente 

tendente a demostrar que el foro primario abusó de su discreción o 

actuó con perjuicio, parcialidad o error manifiesto. 

En consecuencia, el presente caso no presenta ninguna de las 

circunstancias excepcionales contemplada en la referida Regla 52.1 

de Procedimiento Civil, ni las establecidas en la Regla 40 del 

Reglamento del Tribunal Apelaciones. Por lo que procedemos a 

denegar el auto de certiorari. 

-IV- 

Por los fundamentos antes expuestos, denegamos la 

expedición del auto de certiorari. 

 
33 Zorniak Air Services v. Cessna Aircraft Co., 132 DPR 170, 181 (1992);  

Lluch v. España Service Sta., 117 DPR 729, 745 (1986). 
34 SLG Zapata- Rivera v. JF Montalvo, 189 DPR 414, 434 – 435 (2013). 
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 Lo acordó el Tribunal y certifica la secretaria del Tribunal de 

Apelaciones. 

 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


